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A. Relación de hechos principales expuestos por las partes 
intervinientes en el procedimiento.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



PETITORIO MINERO 
 

1. A fojas 1 hasta la 14 del expediente materia de análisis gira el petitorio 
Minero  “ANDREA DE CHUCO 04” (en lo sucesivo, el petitorio) y sus 
anexos, presentado con fecha 15 de noviembre de 2016, por la empresa 
PLACER DOME DEL PERÚ S.A.C. (en lo sucesivo, el peticionario) ante 
el Instituto Geológico Minero y Metalúrgico (en lo sucesivo, el 
INGEMMET), señalando como domicilio: Av. Manuel Olguín Nº 375, piso 
Nº 11, distrito de Santiago de Surco, provincia y departamento de Lima. 

 
INFORME EMITIDO POR LA UNIDAD TÉCNICO OPERATIVA DE LA 
DIRECCIÓN DE CONCESIONES MINERAS 

 
2. A fojas 22, la Unidad Técnica Operativa mediante el Informe Técnico N° 

3467-2017-INGEMMET-DCM-UTO de fecha 22 de Marzo de 2017, realizó 
la evaluación técnica del expediente para la admisión del petitorio, 
considerando los siguientes datos: ubicación del petitorio, la correcta 
formulación de las coordenadas UTM, la existencia de derechos 
prioritarios, superposición a áreas naturales protegidas y concesiones 
forestales, existencia de infraestructura del Estado, zonas agrícolas, entre 
otros, remitiendo el expediente a la Unidad Técnica Normativa para su 
informe respectivo. 
 

INFORME EMITIDO POR LA UNIDAD TÉCNICA NORMATIVA DE LA 
DIRECCIÓN DE CONCESIONES MINERAS 

 
3. A fojas 26, la Unidad Técnica Normativa a través del Informe Legal N° 

2432-2017-INGEMMET-DCM-UTN, informa que el petitorio minero reúne 
los requisitos exigidos por el artículo 17 del Reglamento de 
Procedimientos Mineros, aprobado por Decreto Supremo Nº 018-92-EM, 
por lo tanto, es procedente se expidan los carteles de aviso de petitorio de 
concesión minera al peticionario para su publicación, por una sola vez en 
el diario oficial "EL PERUANO" y en el diario local LA REPUBLICA 
encargado de la publicación de los avisos judiciales de la capital del 
departamento de LA LIBERTAD. 
 
En este orden, señala que dichas publicaciones deberán efectuarse dentro 
de los 30 días hábiles siguientes a la fecha de notificación de los avisos y 
presentarse al Instituto Geológico Minero y Metalúrgico, dentro de los 60 
días naturales siguientes a la fecha de publicación, las páginas enteras 
originales en las que consten las publicaciones efectuadas, conforme lo 
señalado por el artículo 19 de la norma legal antes citada y dentro del 
plazo que establece el artículo 20 de la misma, sustituido este último en su 
primer y segundo párrafo por el artículo 1 del Decreto Supremo Nº 33-94-
EM, bajo apercibimiento de declarar el abandono del petitorio en 
aplicación del artículo 62 del TUO de la LGM. (…)1” 

 
4. A fojas 28, con fecha 20 de Abril del 2017, la Dirección de Concesiones 

Mineras emitió la Resolución de acuerdo al Informe que antecede, 

 
1 Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería aprobado por Decreto Supremo N° 014-92-EM 

El artículo 62 respecto a que el incumplimiento de las normas de procedimiento minero es causal de abandono. 
Reglamento de Procedimientos Mineros  

El artículo 19°, respecto a que las publicaciones de los carteles deben realizarse en el Diario Oficial “El Peruano” y en el diario 
encargado de la publicación donde se encuentre ubicada el área solicitada. 
El artículo 20°, respecto a los plazos en que deben realizarse de las publicaciones (30 días hábiles) y en qué plazo siguiente a la 
fecha de publicación, el interesado deberá entregar las páginas enteras  en  las que  conste  la  publicación de los avisos al 
INGEMMET (60 días naturales). 



resolviendo que se expidan los carteles de aviso de petitorio de concesión 
minera al titular del petitorio, a fin que efectúe y entregue las 
publicaciones, bajo apercibimiento de declarar el abandono del 
petitorio. 
 

ACTA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL N° 387641-2017-INGEMMET 
 

5. A fojas 34 hasta la 35, gira el Acta de Notificación Personal N° 387641-
2017-INGEMMET mediante la cual se realizó la notificación de la 
Resolución mencionada en el párrafo anterior y los carteles de Aviso al 
peticionario con fecha 15 de mayo de 2017, en el domicilio señalado en 
autos por el mismo, sito en Av. Manuel Olguín N° 375, piso 11, Santiago de 
Surco-Lima-Lima.  

Dejando constancia de lo siguiente: Rechazado Empresa no pertenece a 
esta dirección y no permite dejar este documento. Por último, se 
consignaron las siguientes características del domicilio donde se habría 
realizado la notificación:    "Fachada: Plomo/ Puerta: Vidrio/ Piso: 15"  

 
ESCRITO DEL PETICIONARIO 

 
6. De fojas 41 hasta la 46, mediante Escrito N° 01-006595-17-T, de fecha 9 

de noviembre de 2017, el peticionario señala que como administrado ha 
sido vulnerado en su derecho al no ser notificado con la Resolución de 
fecha 20 de abril de 2017, por la cual solicita se le notifique la Resolución 
con los carteles de aviso del petitorio, al domicilio señalado en su petitorio 
minero. 
 
En este sentido, agrega que su domicilio indicado en el petitorio es Av. 
Manuel Olguín N° 375, Piso 11, distrito de Santiago de Surco y advierte 
que en el Acta de Notificación N° 387641-2017, se indica erróneamente 
dentro de las características del domicilio que este se encuentra en un 
edificio de 15 pisos, cuando en realidad su domicilio se ubica en un edificio 
de 12 pisos. 

 
INFORME EMITIDO POR LA UNIDAD TÉCNICA NORMATIVA  

 
7. A fojas 47, con fecha 11 de diciembre de 2017 la Unidad Técnica 

Normativa emitió el Informe Legal Nº 9198-2017-INGEMMET-DCM-UTN, 
respecto al escrito presentado por el peticionario el cual solicita que se 
sobrecarte la resolución de los carteles, ya que estos no han sido 
debidamente notificados; sin embargo, ante este argumento la entidad 
competente señala que el diligenciamiento de notificación se realizó dentro 
de las formalidades legales vigentes el 15 de mayo de 2017 al domicilio 
señalado en autos, por tanto el acto de notificación se realizó conforme a 
ley, en ese sentido, concluye que el escrito presentado deviene en 
improcedente. 

 
Agrega que el titular no cumplió con presentar las publicaciones dentro del 
plazo otorgado por Ley, encontrándose incurso en causal de abandono 
previsto en el artículo 62 del TUO de la LGM, concluyendo que debía 
hacerse efectivo el apercibimiento contenido en la Resolución de fecha 
20 de Abril del 2017; y consecuentemente elevarse los autos al 
Presidente del Consejo Directivo para la declaración de abandono del 
petitorio. 
 



8. A fojas 47vta, la Dirección de Concesiones Mineras con fecha 11 de 
diciembre de 2017, de conformidad con el informe que precede, emite la 
Resolución que resuelve elevar los actuados a la Presidencia del Consejo 
Directivo del INGEMMET con el proyecto de Resolución de Presidencia 
para los fines correspondientes.  
 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 
 

9. A fojas 48vta, por Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de diciembre de 2017, se resolvió 
declarar improcedente lo solicitado por el peticionario mediante Escrito N° 
01-006595-17-T, de fecha 9 de noviembre de 2017, así como declarar el 
abandono del petitorio minero. Por último, en cuanto sea consentida dicha 
Resolución, ordena que se publique de Libre Denunciabilidad el área 
abandonada y archivar los actuados.  

 RECURSO DE REVISIÓN 
 

10. A fojas 51, con Escrito N° 01-000273-18-T, de fecha 18 de enero de 2018, 
el peticionario interpone Recurso de Revisión contra la Resolución de 
Presidencia Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM que declara el abandono 
del petitorio y se expidan los carteles para su publicación, solicitando que se 
revoque la misma, a fin de continuar con el procedimiento de otorgamiento 
de concesión minera.  
 

11. A fojas 119, con Escrito Ampliatorio N° 2830483, de fecha 2 de julio de 
2018, el peticionario, presentó sus alegatos a fin que el Consejo los tenga 
presente al momento de resolver adjuntando las fotografías del edificio 
donde se encuentra el domicilio legal del peticionario, en las que se observa 
que la dirección Av. Manuel Olguín con el número N° 375 no corresponde a 
una puerta de vidrio y que el edificio comprende 12 pisos y no 15 pisos, 
como se indica en el Acta de Notificación Personal N° 387641-2017-
INGEMMET.  

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 
 

12. A fojas 139, mediante Resolución N° 313-2018-MEM/CM de fecha 03 de 
Julio del 2018, el Consejo de Minería declara fundado el recurso de 
revisión formulado por el peticionario contra la Resolución de Presidencia 
N° 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM de fecha 22 de Diciembre  del 2017, la 
misma que revoca; y ordena proseguir con el trámite del petitorio minero 
conforme a ley, y que se notifique la Resolución de fecha 20 de abril de 
2017 de la Dirección de Concesiones Mineras y los carteles de aviso.  
 

RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN DE CONCESIONES MINERAS 
 
13. A fojas 153,  la Dirección de Concesiones Mineras mediante Resolución de 

fecha 25 de setiembre del 2018, sustentada en el Informe Legal N° 9098-
2018-INGEMMET-DCM-UTN, en cumplimiento de la Resolución del 
Consejo de Minería, resuelve que se sobrecarte la notificación de la 
Resolución de fecha 20 de Abril del 2017, y se expida nuevos carteles de 
aviso de petitorio de concesión minera al peticionario para su publicación y 
entrega, conforme lo disponen los artículos 19 y 20 del Reglamento; (2)bajo 
apercibimiento  decretado en la Resolución de fecha 20 de Abril del 2017, 

 
2 Bajo apercibimiento de declarar el abandono del petitorio. 



teniéndose presente que los plazos empiezan a surtir pleno efecto jurídico 
una vez notificado. 

 
14. A fojas 155, gira el Acta de Notificación Personal N° 438730-2018-

INGEMMET, mediante la cual se notificó la Resolución mencionada en el 
párrafo anterior y 02 Carteles de Aviso de petitorio de concesión minera al 
peticionario con fecha 10 de octubre de 2018. 

 
15. A fojas 157, con Escrito N° 01-006905-18-T de fecha 06 de Noviembre de 

2018, el peticionario presentó las páginas enteras originales en las que 
consta la publicación del cartel de aviso efectuado en el diario oficial “El 
Peruano”, el 06 de Noviembre de 2018, y en el diario local "La Republica", 
el 12 de octubre 2018, encargado de los Avisos en el departamento de La 
Libertad, en los diarios señalados por la autoridad minera. 

 
16. A fojas 163, la Dirección de Concesiones Mineras emitió Resolución con 

fecha 13 de noviembre del 2018, advirtió que en el expediente no obra 
oposición en trámite; habiendo cumplido el titular con efectuar y presentar 
las publicaciones por escrito de fecha 06 de noviembre del 2018. De 
conformidad con el artículo 123 del TUO de la LGM, se derivó los autos a la 
Unidad Técnica Operativa a fin que, previo a la expedición de título de 
concesión minera, emita su pronunciamiento final. 

 
17. A fojas 164, mediante el Informe Técnico Final N° 13423-2018-

INGEMMET-DCM-UTO de fecha 29 de Noviembre de 2018, la Unidad 
Técnica Operativa realizó la evaluación técnica del expediente, 
considerando: la correcta formulación de las coordenadas UTM enmarcadas 
dentro del sistema de cuadrículas que lleva la Dirección de Concesiones 
Mineras. Finalmente se remitió el expediente a la Unidad Técnica Normativa 
para su informe respectivo. 

 
18. A fojas 168, gira el Informe N° 5564-2019-INGEMMET-DCM-UTN,  que 

verificó el procedimiento, las fechas de las publicaciones y de presentación 
de las mismas, y que el peticionario ha cumplido con los plazos previstos en 
el artículo 122 del TUO de la LGM, y no existe oposición en trámite. 

 
19. A fojas 170, con fecha 08 de mayo del 2019 se emitió la Resolución 

Directoral sustentada en el Informe N° 5564-2019-INGEMMET-DCM-UTN, 
que ordena se eleven los autos a la Presidencia con el Proyecto de 
Resolución a fin de otorgar el Título de Concesión Minera, cumpliendo con 
los plazos que establece el artículo 123 del TUO de la LGM. 

 
20. A fojas 175, con fecha 21 de mayo del 2019, se emite la Resolución de 

Presidencia N° 1546-2019-INGEMMET/PE/PM, la cual procede a otorgar el 
Título de la Concesión Minera.  

 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

B. Identificación y análisis de los principales problemas 
jurídicos del expediente.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



1. PROBLEMA JURÍDICO IDENTIFICADO: 
 

Determinar si el Acta de Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET de la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017, que ordena la expedición de los carteles 
de aviso de petitorio de concesión minera, tuvo el diligenciamiento correcto en el 
domicilio del peticionario, es decir, que la notificación se realizó dentro de las 
formalidades legales vigentes, lo que probaría que el acto administrativo contenido 
en la Resolución citada surtió sus efectos. 

 
SUB PROBLEMAS: 

• Determinar si resulta procedente el sobrecarte de la notificación de la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017, por no haber sido diligenciada de 
manera correcta y en consecuencia, procede la continuación del procedimiento 
ordinario minero.  

• Determinar si procede o no declarar el abandono del petitorio por no presentar 
las publicaciones de los carteles de aviso dentro del plazo otorgado por ley.  

 
2. NORMATIVIDAD APLICABLE 

 
• Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería aprobado por Decreto 

Supremo N° 014-92-EM (en adelante TUO de la LGM). 
 

• Reglamento de Procedimientos Mineros aprobado por el Decreto Supremo Nº 
018-92-EM (en adelante el Reglamento).  
 

• Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-JUS, que sistematiza la 
Ley N° 27444 y el Decreto Legislativo N° 1272 (en adelante TUO de la LPAG),  

 
De acuerdo al Artículo II de su Título Preliminar inciso 1 prescribe que: “La presente 
Ley contiene normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado y, 
regula todos los procedimientos administrativos desarrollados en las entidades, incluyendo 
los procedimientos especiales”. 
 
De acuerdo al artículo 3 del Reglamento prescribe que: “En todo lo no previsto y aquello 
que no sea tratado expresamente de modo distinto por el presente Reglamento, es de 
aplicación la Ley N°27444, Ley de Procedimiento Administrativo General, así como sus 
normas modificatorias y complementarias”. 
 
De la interpretación de ambos dispositivos normativos se denota que el 
procedimiento administrativo minero también se regula por el TUO de la LPAG. 
 
En primer término, cabe indicar que el marco en que se desarrolla el expediente en 
análisis es el petitorio de una concesión minera. 
 
3. LA CONCESIÓN MINERA Y EL PETITORIO MINERO 
 
En este sentido, el artículo  9 del TUO de la LGM, define a la concesión minera de la 
siguiente manera: “La concesión minera otorga a su titular el derecho a la exploración y 
explotación de los recursos minerales concedidos, que se encuentren dentro de un sólido de 
profundidad indefinida (...) constituyendo un inmueble distinto y separado del predio donde se 
encuentre ubicada”. 
 
Asimismo, el artículo 10 del mismo cuerpo legal, señala que: “La concesión minera 
otorga a su titular un derecho real, consistente en la suma de los atributos que esta Ley 



reconoce al concesionario (…)”, indicando que “las concesiones son irrevocables, en tanto 
el titular cumpla las obligaciones que esta ley exige para mantener su vigencia”.  

 
En este sentido, podemos afirmar que la concesión minera es un título habilitante, 
que constituye un acto administrativo a través del cual el Estado, representado por el 
INGEMMET, otorga a los particulares el derecho real cuyo principal atributo es el de 
permitir explorar y explotar los recursos minerales ubicados dentro de las áreas 
concesionadas.  

Siendo que el petitorio Minero es la solicitud de concesión minera presentada ante la 
autoridad administrativa competente por una persona natural o jurídica, y cuya área 
se expresa en coordenadas UTM (Universal Transversa Mercator).  

Características de la concesión minera 

Respecto a las características de la concesión minera, Xenia Forno realiza las 
siguientes precisiones: 

1. “Es legal.- (…) la ley es quien fija el procedimiento de su otorgamiento así 
como los derechos y obligaciones del Titular Minero. 

2. Es formal.- (…) el acto por el cual se otorga la concesión es reglado; es 
decir, está regido por un procedimiento imperativo que no da a lugar a la 
actuación discrecional de la Administración. 

3. La concesión es  un inmueble.- El artículo 9º del TUO de la LGM precisa 
que la concesión minera es un inmueble distinto y separado del predio donde se 
encuentra ubicada. (…). Asimismo, el artículo 885º del Código Civil también 
otorga a las concesiones mineras carácter inmobiliario, lo cual le confiere la 
posibilidad de ser inscribible en los Registros Públicos.  

4. La concesión minera otorga derecho real.- El artículo 10º del TUO de la 
LGM señala que la concesión minera otorga a su titular un derecho real 
consistente en la suma de atributos reconocidos por la ley.  

5. Es un acto irrevocable.- (…). El TUO de la LGM establece que las 
concesiones son irrevocables en tanto su titular cumpla con las obligaciones que 
dicha ley establece para mantener su vigencia.  

6. Es de plazo indefinido.- En tanto el Titular Minero cumpla con las 
obligaciones establecidas en el ordenamiento, como es el pago del derecho de 
vigencia y la producción mínima, no habría forma de revocar el acto que, con 
vocación de perpetuidad, otorgó el derecho minero.” (2009, pág. 59)3 

Siendo que estas características determinan los derechos y deberes que se 
desprenden de este título habilitante.  

El procedimiento ordinario minero 

Respecto al procedimiento para obtener concesiones mineras, denominado  
Procedimiento Ordinario Minero, Francisco Escajadillo señala lo siguiente: 

“El POM es el procedimiento administrativo por medio del cual el Estado en 
representación de los intereses de la nación, evalúa los aspectos técnicos y 
legales de la solicitud (petitorio minero) realizada por una persona natural o 
jurídica (nacional o extranjera) para que se le otorgue una concesión minera, 
cuyo sustento documental es conocido como Título de Concesión Minera” (2015, 
pág. 170).4 

En este sentido, podemos señalar que se trata de un procedimiento administrativo 
especial en el cual el Estado, administrador de los recursos naturales, realiza una 

 
3  Forno Castro Pozo, X. (2009). El Título Minero como Acto Administrativo Habilitante. Lima, Perú: Revista de 

Derecho. Circulo de derecho Administrativo N º 8, Año 4.  
4  Escajadillo Chimayco, F (2015). Mecanismos de Impugnación en el Procedimiento Minero. Lima, Perú: Revista 

VOX JURIS. Volumen Nº 30, Año 2.  



evaluación técnica – normativa del expediente presentado por un titular minero, para 
el otorgamiento del título habilitante y cuyas actuaciones y diligencias 
procedimentales se encuentran reguladas en los artículos 117º al 128º del TUO de la 
LGM; y, en los artículos 12º al 25º del Reglamento. 

Etapas del procedimiento ordinario Minero  
 

De acuerdo a Miguel Ángel Aguado el procedimiento ordinario para concesiones 
mineras comprende ocho etapas: 5 

 1) Presentación del petitorio minero.  
 2) Incorporación en el Catastro. 
 3) Primer Informe Técnico y Legal.  
 4) Publicación y entrega de los avisos de petitorio minero. 
 5) Segundo Informe Técnico y Legal.  
 6) Otorgamiento del título de concesión minera. 
 7) Publicación y consentimiento del título de concesión minera.  
 8) Inscripción registral del título de concesión minera. 

 
Órganos administrativos competentes 

En cuanto a los órganos administrativos competentes para conocer el petitorio de 
concesión minera, el artículo 93 del TUO de la LGM indica que: “La jurisdicción 
administrativa en asuntos mineros, corresponde al Poder Ejecutivo y será ejercida por el 
Consejo de Minería, la Dirección General de Minería, la Dirección de Fiscalización Minera, 
los Órganos Regionales de Minería y el Registro Público de Minería”. 
 
Actualmente, la mención al Registro Público de Minería se entiende referida al 
INGEMMET que constituye primera Instancia Administrativa, siendo los órganos 
administrativos competentes, los siguientes: 
 
Primera Instancia.- Instituto Geológico Minero y Metalúrgico – INGEMMET 

El INGEMMET es un organismo público técnico descentralizado del sector energía y 
minas del Perú. Su finalidad es la obtención, almacenamiento, registro, 
procesamiento, administración y difusión eficiente de la información geocientífica y 
aquella relacionada a la geología básica, los recursos del subsuelo, los riesgos 
geológicos y el geoambiente. 

Asimismo, tiene como objetivo conducir el procedimiento ordinario minero, 
incluyendo la recepción de petitorios, el otorgamiento de concesiones mineras y su 
extinción, según las causales fijadas por la ley. Con dicha finalidad, INGEMMET 
ordena y sistematiza la información georeferenciada de los derechos mineros, 
mediante el catastro minero nacional. Asimismo, ejerce la administración y 
distribución de los derechos de vigencia y penalidad minera. 

Segunda Instancia.- El Consejo de Minería  

De acuerdo al TUO de la LGM, el Consejo de Minería es el órgano competente en 
última instancia administrativa para todo el sector minero.  

El Consejo de Minería resuelve en última instancia todos los asuntos mineros que 
son materia de resoluciones de los órganos de primera instancia, tales como la 
Dirección General de Minería, la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros, 
la Dirección de Concesiones Mineras y del INGEMMET. 

 
5 Aguado Martínez, M. (2009). La Concesión Minera. Jurisdicción y procedimiento. Revista de Derecho 

Administrativo. 
Recuperada:  http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/download/13983/14605 

 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/download/13983/14605


Contra lo resuelto por el Consejo de Minería no procede recurso alguno en la vía 
administrativa, únicamente procede la interposición de Acción Contencioso 
Administrativa, ante el Poder Judicial, dentro de los 3 meses siguientes a la 
notificación de la resolución emitida. 

Recursos administrativos 

Respecto a la función de los recursos administrativos, Cristhian Northcote señala lo 
siguiente: 

“Recursos administrativos constituyen una herramienta fundamental para 
cautelar los derechos de los administrados, frente a los errores o incluso actos 
dolosos que pueden realizar los funcionarios públicos al resolver un 
procedimiento.” (2014, pág. 60)6 

El TUO de la LGM, al ser una ley especial, contempla también mecanismos para 
tutelar los derechos de los administrados frente a los pronunciamientos arbitrarios 
respecto a la titulación minera. Entre estos se encuentra el recurso de revisión. 

De acuerdo a la definición del texto original del artículo 210° de la LPAG que fue 
derogado por el Decreto Legislativo 1272, el recurso de revisión es un mecanismo 
excepcional, y se aplica: “ante una tercera instancia de competencia nacional, si las dos 
instancias anteriores fueron resueltas por autoridades que no son de competencia nacional, 
debiendo dirigirse a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que eleve lo 
actuado al superior jerárquico”. 

De acuerdo al artículo 216 inciso 1 del TUO de la LPAG prescribe que: “solo en caso 
que por ley o decreto legislativo se establezca expresamente, cabe la interposición del 
recurso administrativo de revisión”.  

Al respecto el Dr. Vega Gonzales señala que: “el recurso de apelación era de 
uso frecuente antes de Ia vigencia del D.Leg. 708, cuando los denuncios se 
tramitaban ante las Jefaturas Regionales de Minería. En esa época si un 
interesado deseaba impugnar un auto emitido por un Jefe Regional de Minería, 
debía interponer apelación contra dicho auto, el Jefe Regional de Minería 
concedía Ia apelación y remitía el expediente a Ia Dirección de Concesiones 
Mineras (Lima) que resolvía en segunda instancia; procediendo interponer 
revisión contra lo resuelto por eI Director de Concesiones Mineras, quien, de 
concederla, remitía el expediente al Consejo de Minería, que resolvía en última 
instancia”. (2003, pág. 60)7 

Se aprecia que el denominado “recurso de revisión” ante el Consejo de Minería no 
tiene la misma naturaleza que el recurso de revisión regulado en la LPAG. Esto se 
debe a que en el ámbito minero al recurso de revisión se le da el tratamiento de un 
recurso de apelación ordinario, el cual debe ser resuelto por el superior jerárquico. 

En el caso del expediente en evaluación, el peticionario interpuso este recurso al no 
estar de acuerdo con la Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM, que declaró el abandono de su petitorio. 

4. DESARROLLO DEL  PROBLEMA JURÍDICO 
 
En este contexto, siendo que el problema jurídico surge en el momento del 
diligenciamiento de la notificación de la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 
expedida por la Dirección de Concesiones Mineras, la misma que ordena que se 
remitan los carteles de aviso del petitorio de concesión minera al peticionario, a fin 
que efectúe y entregue las publicaciones, conforme lo disponen los artículos 19 y 20 
del Reglamento. 

 
6 Northcote Sandoval, C. (2014). Los recursos administrativos de reconsideración, apelación y revisión. Recuperada en:  

http://aempresarial.com/servicios/revista/305_43_HOHUREVULIUTOPIZDVBQZJHRNLEBOLYWZGRRKMMWUHPJWXIATK 
7  Vega Gonzales, A (2003). Régimen Minero Peruano. Arequipa, Perú: Ediciones Soajane E.I.R.L.  



 
En este orden, cabe señalar que el artículo 19 del Reglamento sustituido por la 
Cuarta Disposición Complementaria del Decreto Supremo N° 03-94-EM, establece 
que todos los petitorios de concesión minera deberán publicarse por una vez en el 
diario oficial “El Peruano” y en el diario encargado de la publicación de avisos 
judiciales de la capital del departamento en donde se encuentre ubicada el área 
solicitada. 
 
Asimismo, el artículo 20 del Reglamento sustituido por el artículo 1 del Decreto 
Supremo Nº 33-94-EM, precisa que la publicación deberá realizarse dentro de los 
treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha de notificación del aviso 
correspondiente y señala que la entrega de estas publicaciones al INGEMMET 
deberá realizarse dentro de los sesenta (60) días naturales siguientes a la fecha de 
publicación de los avisos. 
 
En este contexto, en el caso concreto, la Dirección de Concesiones Mineras dictó la 
Resolución de fecha 20 de abril del 2017, la cual ordenó la expedición de los carteles 
de aviso de petitorio de concesión minera, otorgándole al peticionario un plazo de 
(30) días hábiles para la publicación de los carteles de aviso de petitorio, acto 
administrativo que deberá ser notificado al peticionario para el trámite 
correspondiente. 
 
Asimismo, menciona que dicha Resolución fue notificada, tal como lo señalamos, el 
15 de mayo de 2017 en Av. Manuel Olguín N° 375, piso 11, Santiago de Surco-Lima-
Lima, según el acta de notificación en el domicilio del peticionario, tal como señala el 
numeral 21.3 del artículo 21 del TUO de la LPAG, dejando constancia de la siguiente 
observación: Rechazado Empresa no pertenece a esta dirección y no permite dejar 
este documento. Por último, se consignaron las siguientes características del 
domicilio donde se habría realizado la notificación: "Fachada: Plomo/ Puerta: Vidrio/ 
Piso: 15"  
 
Siendo que en este panorama, el peticionario, mediante Escrito N° 01-006595-17-T, 
de fecha 9 de noviembre de 2017, señala que como administrado ha sido vulnerado 
en su derecho a ser notificado con la Resolución de fecha 20 de abril de 2017, por la 
cual solicita se le notifique la misma con los carteles de aviso del petitorio, al 
domicilio señalado en su petitorio minero, señalando que su domicilio indicado en el 
petitorio es Av. Manuel Olguín N° 375, Piso 11, distrito de Santiago de Surco y 
advirtiendo que en el Acta de Notificación N° 387641-2017, se indica erróneamente 
dentro de las características del domicilio que se encuentra en un edificio de 15 
pisos, cuando su domicilio está ubicado en un edificio de 12 pisos. 
 
En este estado, por un lado habiendo transcurrido del plazo de 30 días hábiles para 
la publicación de los carteles, a partir del día hábil siguiente de aquél en que se 
efectuó la notificación, venciendo dicho plazo el 27 de junio del 2017. Por otro lado, 
habiendo transcurrido el cómputo del plazo de 60 días naturales para la entrega de 
las páginas enteras en las que conste la publicación de los avisos, a partir del día 
siguiente hábil de aquél en que se efectuó publicación, contando desde el día el 27 
de junio del 2017 se vencía dicho plazo el 26 de agosto del 2017. 
  
Por tanto, al no constar en autos que el peticionario efectuó y presentó las 
publicaciones de los carteles de aviso del petitorio, mediante la Resolución de 
Presidencia Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de diciembre de 2017, 
se declaró improcedente el escrito presentado y asimismo el abandono del petitorio, 
de acuerdo al 62 del TUO de la LGM. 
  



5. SUSTENTO DE LA RESOLUCIÓN DE  PRIMERA 
INSTANCIA PARA  DECLARAR EL ABANDONO DEL 
PETITORIO  

 
La Resolución de la Presidencia Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de 
diciembre de 2017, resuelve declarar improcedente lo solicitado por el titular del 
mencionado petitorio minero mediante el escrito N° 01-006597-17, y asimismo, el 
abandono del petitorio, según señala, porque el peticionario no cumplió con 
presentar las publicaciones de los avisos de petitorio. 
 
Advirtiendo que por Resolución de fecha 20 de abril de 2017, la Dirección de 
Concesiones Mineras expidió los carteles de aviso del petitorio de concesión minera 
al titular, indicando que dicha resolución y los carteles fueron notificados el 15 de 
mayo de 2017 al domicilio señalado en autos, conforme consta en el Acta de 
Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET cumpliendo con las formalidades 
establecidas en el artículo  21.3 del TUO de la LPAG. 
 
Asimismo, refiere que mediante escrito N° 01-006595-17-T de fecha 9 de noviembre 
de 2017, el titular del petitorio solicita que se sobrecarte la Resolución de los 
carteles, ya que éstos no han sido debidamente notificados; sin embargo, ante este 
argumento señala que “de la revisión de autos, y de lo expuesto en los párrafos que 
preceden, se advierte que el diligenciamiento de notificación se realizó dentro de las 
formalidades legales vigentes, por tanto el acto de notificación se realizó conforme a 
ley, en este sentido, concluye indicando, el escrito presentado deviene en 
improcedente. 
 
En este contexto indica que el titular no cumplió con presentar las publicaciones 
dentro del plazo otorgado por Ley, encontrándose incurso en causal de abandono, 
sustentando su posición en el inciso 1 del artículo 140 del TUO de la LPAG, que 
señala que: "Los plazos y términos son entendidos como máximos, se computan 
independientemente de cualquier formalidad, y obligan por igual a la administración y a los 
administrados, sin necesidad de apremio, en aquello que respectivamente les concierna". 
 
También refiere que el artículo 62 del TUO de la LGM, señala que es causal de 
abandono de los pedimentos de concesión, el incumplimiento por el interesado de 
las normas de procedimiento minero aplicables al título en formación. 

 
6. SUSTENTO DEL PETICIONARIO RESPECTO AL 

DILIGENCIAMIENTO INCORRECTO  DE LA 
NOTIFICACION  

 
 El peticionario interpone Recurso de Revisión contra la Resolución de Presidencia 

Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM que declara el abandono del petitorio, 
solicitando que se revoque la misma, y se expidan los carteles para su publicación a 
fin de continuar con el procedimiento de otorgamiento de concesión minera. 

Señalando que por Resolución del 20 de abril del 2017, se dispuso la expedición de 
los carteles de aviso de petitorio de concesión minera, el cual habría sido notificado 
el 15 de mayo de 2017 en el domicilio del peticionario, conforme al Acta de 
Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET, se ha llevado a cabo en la 
dirección Av. Manuel Olguín 375, piso 11, distrito de Santiago de Surco. 

Resaltando, que conforme consta en dicha Acta de Notificación no se permitió dejar 
el documento debido a que se indicó que el peticionario no se encontraba en dicha 
dirección. 



En ese sentido, indica que conforme a lo establecido en numeral 21.3 del TUO de la 
LPAG, en el Acta de Notificación se consignaron las siguientes características del 
domicilio donde se habría realizado la notificación: "Fachada: Plomo/Puerta: 
Vidrio/Pisos: 15".  

Señalando que estas características no son las del edificio en donde se encuentra el 
su domicilio legal, puesto que éste último se encuentra en un edificio de 12 pisos. 
Resaltando que el INGEMMET, en repetidas ocasiones, ha llevado a cabo 
notificaciones al peticionario en su domicilio legal, sin que se presenten problemas. 

En ese sentido, señala que se ha vulnerado el derecho del peticionario a ser 
debidamente notificado de los actos que afecten sus intereses. 
 
De un lado, indica que la Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM, que declara el abandono del petitorio, vulnera el principio de 
legalidad consagrado en TUO de la LPAG, mediante el cual se establece que las 
autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y al 
derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines 
que les fueron conferidas, al admitir como realizada conforme a ley una notificación 
inexistente, o erróneamente realizada y por otro lado al pretender declarar en 
abandono el petitorio minero por la presunta ausencia de acción por parte del 
peticionario al no publicar los carteles.   

Por lo expuesto, concluye que la Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM no se ajusta a derecho, vulnerando como consecuencia, los 
derechos del peticionario. 
 
En ese contexto, mediante el Escrito Ampliatorio N° 2830483, de fecha 2 de julio de 
2018, el peticionario adjunta fotografías del edificio donde se encuentra su domicilio 
legal del peticionario, en las que se observa que la dirección Av. Manuel Olguín con el 
número N° 375 no corresponde a una puerta de vidrio y que el edificio comprende 12 
pisos y no 15 pisos, como se indica en el Acta de Notificación. 

 

En cambio, la puerta del edificio con el N° 373 que está al costado del inmueble 
donde se ubica el N° 375, si tiene 15 pisos y si tiene puerta vidrio. 
 
Señala que existen diferencias entre las características del inmueble indicadas en el 
Actas de Notificación y las fotografías adjuntadas que muestran el domicilio del 
peticionario. Lo cual evidencia que la notificación se pretendió hacer en un domicilio 
distinto al señalado por el peticionario en su solicitud de petitorio minero.  
 
Finalmente, afirma que el INGEMMET  ha diligenciado otras notificaciones de 
procedimientos análogos llevados a cabo ante la misma entidad y se han efectuado 
en su domicilio sin ningún problema. 
 



7. SUSTENTO DEL ORGANO JURISDICCIONAL DE 
SEGUNDA  INSTANCIA PARA  DECLARAR  FUNDADO 
EL RECURSO DE REVISIÓN  

 
Mediante la Resolución N° 313-2018-MEM/CM de fecha 03 de Julio del 2018, del 
Consejo de Minería declara fundado el recurso de revisión formulado por el 
peticionario contra la Resolución de Presidencia N° 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM 
de fecha 22 de Diciembre  del 2017, la misma que revoca;  ordenando proseguir con 
el trámite del presente petitorio minero conforme a ley, y que se notifique la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017 de la Dirección de Concesiones Mineras y 
los carteles de aviso, señalando: 
 
De la revisión de los actuados se tiene que la notificación de la Resolución de fecha 
20 de abril de 2017, conforme al Acta de Notificación Personal N° 387641-2017-
INGEMMET se realizó el 15 de mayo de 2017 en el domicilio señalado por el 
peticionario sito en Av. Manuel Olguín N° 375, piso 11, Santiago de Surco-Lima. Sin 
embargo, se advierte que dicha notificación fue rechazada, indicándose como 
observación “empresa no pertenece a esta dirección y no permite dejar documento”. 
Asimismo, se consigna las características del domicilio “fachada: ploma, puerta: 
vidrio, piso: 15”, por lo que de conformidad a lo establecido en el artículo 21.3 del 
TUO de la LPAG, se dejó constancia de la negativa a firmar o recibir los documentos 
antes mencionados. 
 
A fojas 123 obran las fotografías del edificio donde se encuentra el domicilio legal del 
peticionario, en las que se observa que el número 375 no corresponde a una puerta 
de vidrio y que el edificio comprende 12 pisos y no 15 pisos, como se indica en el 
acta de notificación citada en el párrafo anterior.  

En el caso de autos, se tiene que la autoridad minera mediante Resolución de 
Presidencia Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de diciembre de 2017, 
declaró el abandono del petitorio, señalando que la notificación de la Resolución de 
fecha 20 de abril de 2017 y de los carteles de aviso, efectuada mediante Acta de 
Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET, cumplió con las formalidades 
legales vigentes. En efecto, se observa que dicha notificación fue rechazada, 
indicándose las características del lugar donde se notificó, sin embargo, se advierte 
que dichas características no corresponden al domicilio legal de la recurrente. Por lo 
tanto, la notificación no fue realizada conforme a ley.  

En consecuencia, concluye que el peticionario no recibió la notificación de la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017 y de los carteles de aviso del petitorio, por  
lo  que  no  pudo efectuar la publicación de dichos carteles dentro del plazo otorgado 
por la autoridad minera. Por lo tanto, la referida notificación resulta defectuosa 
debiéndose notificarse nuevamente al peticionario; de donde se establece que la 
Resolución venida en revisión no se encuentra conforme a ley. 

8. RESPECTO A LA NOTIFICACIÓN Y SU 
DILIGENCIAMIENTO 

En este sentido, siendo que en el desarrollo del sustento, tanto del peticionario como 
de los órganos jurisdiccionales competentes han esbozados conceptos y figuras 
jurídicas en torno al problema jurídico suscitado, pasamos a analizar los mismos:  

Cabe el análisis del régimen de las Notificaciones en la normativa vigente en el 
presente contexto, para efectos de verificar el cumplimiento de dichos preceptos en 



el momento de realizar la notificación y determinar, si la misma se realizó dentro de 
las formalidades legales vigentes, lo que probaría que el acto administrativo 
contenido en la Resolución notificada surtió sus efectos. 
 
Sobre la naturaleza y función de la notificación, la Guía práctica sobre la validez y 
eficacia de los actos administrativos en el ordenamiento jurídico peruano publicada 
por la Dirección General de Desarrollo y Ordenamiento Jurídico del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos8 señala: 

“La notificación es el acto a través del cual se pone en conocimiento del 
interesado el contenido de un acto administrativo. Asimismo, existe un régimen 
de notificación aplicable a diversos actos de la administración, tales como 
criterios, emplazamientos y otros. En principio, todo acto que pueda afectar al 
administrado debe serle notificado, incluso los actos administrativos de mero 
trámite. 
La función fundamental de la notificación es brindar eficacia al acto 
administrativo, al permitir que este pueda ser de conocimiento de aquella 
persona que va a ser afectada por la resolución. Asimismo, permite que el 
administrado pueda realizar las acciones conducentes a la ejecución y/o 
cumplimiento del acto – cuando este le favorece – así como permite que pueda 
interponer los recursos que considere adecuados iniciar. (…)” 

 
Asimismo, respecto al diligenciamiento, indica: 

“Resulta necesario, a su vez, precisar que la notificación debe cuidar las formas 
preestablecidas por la LPAG (forma y oportunidad señaladas en los Artículos 
20º y 21º de la LPAG); en ese sentido, el TC entiende que su inobservancia 
constituye también una vulneración de la garantía al debido proceso así como 
una clara afectación a la facultad de contradicción y al derecho de defensa que 
asiste a todo ciudadano (Sentencia del Tribunal Constitucional, del Expediente 
Nº 01741-2005-AA/ TC, Fundamento 8). 
 
 Por otro lado, el TC resume las dos consideraciones que se deben observar en 
líneas generales por la Administración Pública para una notificación debida, en 
virtud de la reiterada jurisprudencia emitida por el mismo; así:  
 

a) El lugar, donde debe realizarse la notificación; y 
      b)  La forma, en que dicha notificación debe efectuarse.  
 
Sin duda, esta salvedad reviste de especial relevancia, por cuanto de una 
debida notificación –entendida como aquella ajustada a lo dispuesto en las 
normas aplicables al caso–, el administrado podrá ver garantizado su derecho al 
debido procedimiento administrativo, especialmente en lo que respecta al 
derecho de defensa, pudiendo, de este modo, tomar conocimiento de los actos 
administrativos en su contra e impugnarlos de manera oportuna (Sentencia del 
Tribunal Constitucional, del Expediente Nº 2095-2005-PA/TC, Fundamento 6).” 

 
A la fecha de la notificación, el 15 de Mayo del 2017, se encontraba en vigencia el  
TUO de la LPAG,  aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-JUS.   
 
A partir de la vigencia del  TUO de la LPAG, quedó derogado el artículo 161 de la 
LGM referido a las notificaciones, siendo de aplicación en esa materia las 
disposiciones del TUO de la LPAG.  
 
En este sentido, la normativa aplicable para el caso en concreto respecto a la 
notificación es el TUO de la LPAG, el cual establece en el numeral 16.1 del artículo 

 
8 MINJUS (2014) Guía práctica sobre la validez y eficacia de los actos administrativos. Recuperada en: 
https://www.minjus.gob.pe/wp-content/uploads/2015/09/MINJUS-DGDOJ-Gu%C3%ADa-pr%C3%A1ctica-sobre-la-validez-y-
eficacia-de-los-actos-administrativos.pdf 



16 se establece que el acto administrativo es eficaz a partir de que la notificación 
legalmente realizada produce sus efectos. 
  
Con relación a su diligenciamiento 
En el numeral 21.1 del artículo 21, se establece que la notificación personal se hará 
en el domicilio que conste en el expediente, o el último domicilio señalado en otro 
procedimiento análogo en la entidad dentro del último año.  

 
En el numeral 21.3 se señala que en el acto de notificación personal deberá 
entregarse copia del acto notificado y señalar la fecha de efectuada, con el nombre y 
firma de la persona con quien sea efectuada. Si se niega a firmar o recibir, se hará 
constar, teniéndose por bien notificado. Se dejará constancia de las características 
del lugar donde se ha notificado.  
 
En el numeral  21.5 se indica que de no encontrar a ninguna persona en el domicilio, 
se dejará constancia y colocará un aviso indicando la fecha de la siguiente 
notificación. Si tampoco pudiera entregar la notificación en la nueva fecha, se dejará 
bajo puerta. 

 
En lo relativo al sobrecarte de la notificación 
Finalmente, en el numeral  26.1 del artículo 26, señala que si la notificación se ha 
realizado sin las formalidades y requisitos legales, la autoridad ordenará se rehaga. 
 
De este modo podemos concluir al respecto que mediante la notificación se pone de 
conocimiento del interesado el acto administrativo dictado, siendo su función brindar 
eficacia al mencionado acto. 
 
En el caso concreto, hubiera permitido al peticionario tomar conocimiento de la  
acción ordenada por la Dirección de Concesiones del INGEMMET y ejecutar la 
publicación y entrega de los avisos de los carteles.   
 
En cuanto a su diligenciamiento, de acuerdo a lo señalado, la notificación debe 
cuidar las formas establecidas por ley, las cuales son: el lugar donde debe realizarse 
la notificación; y la forma, en que dicha notificación debe efectuarse, con lo cual el 
administrado verá garantizado su derecho del Principio del debido procedimiento 
administrativo, en este sentido, la notificación de la Resolución de fecha 20 de abril 
de 2017 no se ha realizado conforme a lo prescrito por el TUO de la LPAG. 

 
LA NOTIFICACIÓN COMO CONDICIÓN DE EFICACIA DEL 
ACTO ADMINISTRATIVO 
 
En este contexto, desarrollaremos el análisis de la notificación como condición de 
eficacia del acto administrativo: 
 
Al respecto, es pertinente revisar lo que nos dice la Doctrina sobre la eficacia de la 
notificación: 

“Lo que se busca con la notificación es, que una decisión de la administración 
pública, que afecta un derecho o el interés de un administrado, sea conocida por 
este a fin de que pueda defenderse o cumplir el mandato.” (Pando Vílchez, 
2011, pág.255) 9 
“En materia de publicidad del acto administrativo, la postura tradicional 
considera que ella es un requisito que hace a la eficacia del mismo. Se sostiene, 
de esta manera, que un acto puede ser válido en el sentido de que reúna todos 

 
9 Pando Vílchez, J. (2011). Notificaciones en el procedimiento administrativo. Recuperado de: 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechopucp/article/download/2993/3520/ 



los elementos esenciales, pero al propio tiempo ineficaz, si no ha sido dada a 
publicidad” (Cassagne, 2010 pág.117). 10 

 
En ese sentido, el numeral 16.1 del artículo 16 del TUO de la LPAG, señala que “el 
acto administrativo es eficaz a partir de que la notificación legalmente realizada produce sus 
efectos”. 

 
Es decir, luego de ser emitido el acto administrativo, la eficacia rige a partir del 
momento en que produce sus efectos para los cuales fue originalmente destinado, 
una vez que haya sido notificado conforme a ley.  
 
En este sentido, de acuerdo al sustento del peticionario, la Resolución de fecha 20 
de abril de 2017 y los carteles de aviso fueron notificados el 15 de mayo de 2017 a 
un domicilio distinto al señalado en autos, por ello se cuestiona la eficacia del acto 
administrativo contenido en la Resolución citada. 
 
RESPECTO A LA DECLARACIÓN DEL ABANDONO DEL 
PETITORIO  
 
Con relación al abandono del procedimiento iniciado a solicitud del administrado 
Morón Urbina señala: 

“El abandono es la forma de terminación del procedimiento administrativo que 
tiene lugar mediante una declaración de la Administración Pública cuando, 
paralizado por causas imputables al interesado, este no remueve el obstáculo 
dentro del plazo que la ley señala.” (2017,  pág. 105)11 
  

Asimismo, el TUO de la LPAG en su artículo 202 prescribe lo siguiente: “En los 
procedimientos iniciados a solicitud de parte, cuando el administrado incumpla algún trámite 
que le hubiera sido requerido que produzca su paralización por treinta días, la autoridad de 
oficio o a solicitud del administrado declarará el abandono del procedimiento. Dicha 
resolución deberá ser notificada y contra ella procederán los recursos administrativos 
pertinentes”. 
 
En el mismo sentido, el TUO de la LGM, en su artículo 151 prescribe respecto al 
abandono lo siguiente: “La solicitud de concesiones mineras en que por incumplimiento del 
interesado se hubieren vencido los plazos o sus prórrogas será declarada abandonada por la 
autoridad minera”. 
 
Se señala en el artículo 62 del mismo cuerpo legal que: “Es causal de abandono de los 
pedimentos de concesión, el incumplimiento por el interesado de las normas de 
procedimiento minero aplicables al título en formación”. 
 
En ese sentido, se demuestra que la figura del abandono tiene lugar en un 
procedimiento administrativo que es promovido por el administrado, cuando dicho 
procedimiento se encuentra paralizado por causa imputable a una inacción del actor 
promotor, en tanto se evidencie que no cumplió con realizar alguna acción que se le 
ha exhortado dentro del plazo que la ley señale. Siendo que por el transcurso del 
tiempo sin la ejecución de actos procedimentales deviene en causal para poner fin al 
procedimiento, tal como lo señala el numeral 197.1 del artículo 197 del TUO de la 
LPAG, que nos dice: “Pondrán fin al procedimiento las resoluciones que se pronuncian 
sobre (…), la declaración de abandono“. 
 
En el caso concreto, la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 y los carteles de 
aviso fueron notificados el 15 de mayo de 2017 a un domicilio distinto al señalado en 

 
10 Cassagne, J. (2010).Derecho administrativo. Tomo II. Recuperado de: 
https://www.academia.edu/30163938/CASSAGNE_Juan_Carlos_-Derecho_Administrativo_-_Tomo_II.pdf 
11 Morón Urbina, J. (2017).Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima, Perú: Gaceta Jurídica.   
 



autos, por ello se cuestiona la eficacia del acto administrativo contenido en la 
Resolución citada, en virtud del numeral 16.1 del artículo 16° del TUO de la LPAG.   

 
Consiguientemente no surgió la obligación de efectuar y presentar las publicaciones,  
tal como lo había ordenado la Resolución de fecha 20 de abril de 2017, no siendo 
aplicables los artículos 19° y 20° del Reglamento, y por tanto no se ha incurrido en 
causal alguna para que se declare el abandono del petitorio. 

 
En consecuencia, no correspondería declarar el abandono del petitorio dado que no 
se realizó la notificación de la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 en el 
domicilio que el peticionario había señalado en el expediente, encontrándose de esta 
manera, imposibilitado de cumplir con el mandato de la Resolución citada. Es decir, 
no le era posible efectuar la publicación y presentación de los carteles dentro del 
plazo otorgado por la autoridad minera. 
 
RESPECTO AL SOBRECARTE DE LA NOTIFICACIÓN  
 

Cabanellas define al verbo sobrecartar como “(…) nuevo mandamiento  
judicial por no haber tenido cumplimiento el primero”. (1979, pág. 198) 12 

 
Asimismo, respecto al sobrecarte, el numeral 26.1 del artículo 26° del TUO de la 
LPAG, establece que: “En caso se demuestre que la notificación se ha realizado sin las 
formalidades y requisitos legales, la autoridad ordenará se rehaga, subsanando las 
omisiones en que se hubiesen incurrido, sin perjuicio para el administrado.” 
 
En este sentido, al existir una notificación defectuosa, la autoridad está en la 
obligación de volver a notificar la misma, de conformidad con lo señalado en la 
norma en mención. 
 
Asimismo, de conformidad con lo señalado en el numeral 21.1 del artículo 21º del 
TUO de la LPAG, establece que: “La notificación personal se hará en el domicilio que 
conste en el expediente, o en el último domicilio que la persona a quien deba notificar haya 
señalado ante el órgano administrativo en otro procedimiento análogo en la propia entidad 
dentro del último año.” 
 
En el caso concreto, se aprecia que la Resolución de fecha 20 de abril del 2017 no 
fue notificada al domicilio señalado por el peticionario en su solicitud de petitorio 
minero, por consiguiente al no haber cumplido la notificación con los requisitos y 
formalidades exigidos por la normatividad vigente al momento de su realización, el 
acto administrativo contenido en la Resolución notificada no ha surtido efecto. 
 
En consecuencia, al evidenciarse un defecto en la notificación de la Resolución, se 
concluye que el requerimiento contenido en ella no ha tenido efectos legales, 
correspondiendo diligenciar nuevamente la notificación cursada al peticionario, al 
domicilio consignado por ésta mediante el petitorio, conforme a las normas glosadas 
y en aplicación del Principio del Debido Procedimiento. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
12 Cabanellas, G. (1979). Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Buenos Aires, Argentina: Editorial Heliasta S.R.L. Tomo VI  



 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

C. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas 
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POSICION DE LA RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: 
 
Corresponde brindar mi opinión respecto a lo resuelto por la Presidencia Ejecutiva 
del INGEMMET en la Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM que declara el abandono del petitorio minero, por el 
incumplimiento del mandato ordenado por la Resolución de fecha 20 de abril del 
2017 que emite los carteles de aviso del petitorio minero y la importancia que tiene 
su respectiva notificación para poder determinar si el acto administrativo contenido 
en la Resolución notificada ha surtido  efecto o no; en este sentido, manifiesto no 
estar de acuerdo con la misma de acuerdo a las siguientes consideraciones: 
 
En el caso bajo análisis, se puede observar que la autoridad minera de primera 
instancia al momento de realizar la evaluación sobre el Acta de Notificación Personal 
N° 387641-2017-INGEMMET de la Resolución de fecha 20 de abril del 2017, 
cometió un error al declarar el abandono del petitorio, al no considerar que la 
notificación de la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 no se había realizado en 
el domicilio que el peticionario había señalado en el expediente, como se desprende 
del análisis siguiente: 

La Resolución de la Dirección de Concesiones Mineras de fecha 20 de abril de 2017 
que emite los carteles, fue notificada mediante el Acta de Notificación Personal N° 
387641-2017-INGEMMET el 15 de mayo de 2017 en el domicilio señalado por el 
peticionario sito en Av. Manuel Olguín N° 375, piso 11, Santiago de Surco-Lima-
Lima. Sin embargo, se advierte que dicha notificación fue rechazada, indicándose en 
el Acta que hubo negativa a firmar y recibir los documento, asimismo se anotaron las 
características del domicilio donde se habría realizado tal notificación: “Fachada: 
Plomo/ Puerta: Vidrio/ Piso: 15".  

 
No obstante, el peticionario señaló en su escrito, que las características detalladas 
en el Acta de Notificación mencionada no son las del edificio en donde se encuentra 
su domicilio legal, puesto que como se aprecia de las tomas fotográficas adjuntadas 
del inmueble correspondiente al domicilio señalado en autos por el peticionario, se 
observa que la dirección Av. Manuel Olguín N° 375 no tiene puerta de vidrio, y es un 
edificio de 12 pisos. En cambio, la puerta del costado con el N° 373, si es una puerta 
de vidrio, y si tiene 15 pisos. 

  
Es decir, se acredita que no se realizó Ia notificación de Ia Resolución Directoral de 
fecha 20 de abril de 2017, en el domicilio que el peticionario había fijado en autos, 
por lo tanto, en virtud de Io dispuesto por el numeral 16.1 del artículo 16 del TUO de 
la LPAG, dicha Resolución no ha surtido efectos, siendo que el acto administrativo 
es eficaz a partir de que la notificación legalmente realizada produce sus efectos.  
 
Consecuentemente, encontrándose el peticionario imposibilitado de cumplir con el 
mandato de la Resolución de fecha 20 de abril de 2017. Es decir, no surgió la 
obligación de publicar y presentar los carteles dentro del plazo otorgado por la 
autoridad minera, no siendo aplicables los artículos 19 y 20 del Reglamento, y por 
tanto no se ha incurrido en causal alguna para que se declare el abandono del 
petitorio. 
 
Por tanto, no era aplicable el artículo 62 del TUO de la LGM, que establece que es 
causal de abandono de los pedimentos de concesión el incumplimiento por el 
interesado de las normas de procedimiento minero aplicables al título en formación. 
 
En este sentido, las autoridades deben garantizar el adecuado emplazamiento del 
administrado a efectos de que el mismo pueda ejercer adecuadamente su derecho 
de defensa; por tal motivo, deberán tomar las medidas necesarias para su debida 



notificación con los actos procedimentales a que hubiera lugar, siendo que de 
efectuarse la notificación sin las formalidades legales vigentes, deberá realizarse el 
sobrecarte de la notificación en el domicilio que hubiera declarado ante la entidad.  

Ahora bien, al no declarar procedente el sobrecarte solicitado por el peticionario, la 
Presidencia Ejecutiva del INGEMMET soslayó los principios del procedimiento 
administrativo, como son: el Principio de Legalidad y el Principio del Debido 
Procedimiento habiendo vulnerado el Derecho a ser Notificado así como el Derecho 
a la Defensa contenidos en dicho principio.  

VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
Según el Principio de Legalidad, las autoridades administrativas deben actuar con 
respeto a la Constitución, la Ley y al Derecho, al respecto la doctrina señala que: 

“El establecimiento de condiciones al ejercicio de derechos no puede ser nunca 
el resultado de una simple decisión administrativa sin previo respaldo legal. De 
este modo se busca que la Administración no ejerza sus potestades con total 
discrecionalidad.” (Forno 2009, Pág. 52)13  

“El ordenamiento jurídico administrativo se basa en el principio de legalidad, 
como mecanismo de protección de derechos fundamentales y como parámetro 
ordenador de la actividad administrativa.” (Guzmán 2013, Pág. 390) 14 

 
Es evidente que la autoridad, soslayó el principio de legalidad respecto a la 
notificación en sede administrativa, pues en el numeral 21.1 del artículo 21 TUO de 
la LPAG, establece que: “La notificación personal se hará en el domicilio que conste en el 
expediente”.  
 
En este sentido, se advierte que la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 que 
emite los carteles, fue notificada en Av. Manuel Olguín N° 375, dejando constancia 
en el Acta de Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET las características 
del domicilio donde se realizó: "Fachada: Plomo/ Puerta: Vidrio/ Piso: 15", no siendo 
éste el domicilio del peticionario, ya que el edificio donde se encuentra su domicilio 
es de 12 pisos.  
 
Por tanto, habiendo advertido que existe contradicción entre las características del 
inmueble señalado en el Acta de Notificación mencionada y de las fotografías 
adjuntadas del domicilio del peticionario, he concluido que la Resolución de fecha 20 
de abril del 2017 no fue notificada al domicilio señalado por el peticionario en su 
solicitud de petitorio minero. 
 
VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DEL DEBIDO PROCEDIMIENTO 
 
Asimismo, en el caso en particular, al evidenciarse un defecto en la notificación de la 
Resolución Directoral, se concluye que el requerimiento contenido en ella no ha 
tenido efectos legales, lo que implica una vulneración del Principio del Debido 
Procedimiento, el cual tiene plena vigencia en los Procedimientos administrativos, 
principio establecido en el numeral 1.2 del artículo IV del Título Preliminar del TUO 
de la LPAG. 

 
Siendo que, en el recurso de revisión, se menciona que la Resolución impugnada 
vulnera el Principio al Debido Procedimiento15, porque la Resolución de fecha 20 de 

 
13 Forno Castro Pozo, X. (2009). El Título Minero como Acto Administrativo Habilitante. Lima, Perú: Revista de Derecho. Circulo 

de derecho Administrativo N º 8, Año 4.   
14  Guzmán Napurí, C. (2013). Manual del Procedimiento Administrativo General. Lima, Perú: Instituto Pacífico. 



abril del 2017 no fue notificada al domicilio señalado por el peticionario en su 
solicitud de petitorio minero, y a pesar de ello se declaró en abandono el petitorio 
minero.  
 
Al respecto, las autoridades deben garantizar el adecuado emplazamiento del 
administrado a efectos de que el mismo pueda ejercer adecuadamente su derecho 
de defensa ante un comportamiento arbitrario de las entidades; por ello deberán 
tomar las medidas necesarias para su debida notificación con los actos 
procedimentales a que hubiera lugar. En ese sentido, se ha vulnerado el derecho del 
peticionario a ser debidamente notificado de los actos que afecten sus intereses.  
 
Morón Urbina (2017), reconoce que el Principio del Debido Procedimiento:  

“Tiene una doble dimensión debido a que es principio y derecho, garantizando 
en el ámbito administrativo que todo procedimiento se realice respetando los 
derechos de los administrados, para poder acceder a las acciones que la ley 
otorgue y a los recursos impugnativos de considerarse sobre cualquier acto 
administrativo que considere vulneratorio de sus derechos, debiendo obtener de 
la autoridad una decisión debidamente motivada”. (Pág. 27)16  

Es evidente que el Principio al Debido Procedimiento es una institución reconocida 
en el procedimiento administrativo en el que se resuelve sobre asuntos de interés del 
administrado y que debe respetar la normativa y procedimientos establecidos.   

LA VULNERACIÓN DEL DERECHO DE DEFENSA POR UNA 
NOTIFICACIÓN DEFECTUOSA 
 
El Tribunal Constitucional, se ha pronunciado al respecto en el expediente Nº 05277-
2006-AA/TC en los siguientes términos: 

El Derecho de defensa se encuentra reconocido en el inciso 14 del artículo 139 de la 
Constitución, el cual establece que: "el principio de no ser privado del derecho de defensa 
en ningún estado del proceso". 

Al respecto, en la Sentencia N° 5871-2005-AA-TC en el fundamentos 12 se indica 
que el derecho de defensa: 

"Se proyecta (…) como un principio de contradicción de los actos procesales que 
pudieran repercutir en la situación jurídica de algunas de las partes de un 
proceso o de un tercero con interés.” (2005. Pág.4) 

Así mismo, manifiesta que el ejercicio del Derecho de Defensa implica que quienes 
participan en un procedimiento administrativo, tengan conocimiento previo y oportuno 
de los diferentes actos de la Administración que los pudieran afectar respecto a la 
determinación de sus derechos y obligaciones, a fin de que puedan interponer los 
recursos impugnatorios previstos en la ley de manera oportuna. Es así como la 
observancia y respeto del Derecho de Defensa es consustancial a la aplicación del 
Principio del Debido Procedimiento. 
 
Desde la perspectiva del Tribunal Constitucional, en el expediente N° 1741-2005-
PA/TC se califica a este principio de la siguiente forma: 

 
15 En el artículo IV inciso 1.2. del Título Preliminar del TUO LPAG, se indica “Los administrados gozan de los derechos y garantías 
implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas no 
limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a 
presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a 
obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a 
impugnar las decisiones que los afecten.” 
16 Morón Urbina, J. (2017). El Procedimiento Administrativo – Criterios de interpretación y aplicación del TC y la Corte Suprema. 
Lima, Perú: Gaceta Jurídica.   



 “8.   Al no observarse la formalidad dispuesta para la notificación de los actos 
administrativos emitidos por la municipalidad emplazada, (…) implica (…) la 
vulneración del derecho al debido proceso de la recurrente, toda vez que no tuvo 
la posibilidad de cuestionar los actos administrativos materia de la demanda 
debido a la falta de notificación de los mismos en la forma y oportunidad a que 
se refieren los precitados artículos 20° y 21° de la Ley de Procedimiento 
Administrativo General, lo cual implica, además, la vulneración de su derecho de 
defensa. (…)  

10. En consecuencia, al haberse acreditado la vulneración de los derechos a un 
debido proceso y de defensa, constitucionalmente previstos por los incisos 3) y 
14) del artículo 139° de la Carta Magna, la demanda debe ser estimada en dicho 
extremo. Siendo así, y reponiendo las cosas al estado anterior a la violación de 
los derechos invocados, debe procederse a notificar (…) a la recurrente en su 
domicilio de la ciudad de Lima, a fin de que pueda ejercer su derecho de 
defensa en la forma y oportunidad que corresponda.” (2005. Pág.4) 

Por tanto, se ha evidenciado que la vulneración del Principio del Debido 
Procedimiento por causa de una notificación defectuosa implica la vulneración del 
derecho de defensa, debido a que coloca al administrado en un estado de 
indefensión imposibilitándolo, de modo injustificado, de ejercer oportunamente los 
medios para su defensa, con el fin de argumentar a favor de sus derechos e 
intereses, a consecuencia de una indebida y arbitraria actuación de la Administración 
Pública.  
 
Es por lo señalado que discrepo con la decisión adoptada por la autoridad minera de 
primera instancia al declarar en abandono el expediente minero.   

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



POSICION DE LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA: 
 
Respecto a lo resuelto por Consejo de Minería del Ministerio de Energía y Minas  en 
la Resolución N° 313-2018-MEM/CM de fecha 3 de julio de 2018, debo manifestar mi 
conformidad; toda vez que resolvió declarar fundado el recurso de revisión formulado 
por el peticionario contra la Resolución de Presidencia Nº 2972-2017-
INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de diciembre de 2017, revocando la misma y  
ordenando que la autoridad minera vuelva a notificar la Resolución de fecha 20 de 
abril de 2017 y se prosiga con el trámite del petitorio minero. 
 
Al respecto, cabe señalar que el Consejo de Minería merituó lo alegado por el 
peticionario y las fotografías adjuntadas por él mismo, las cuales acreditaban que no 
se había realizado la notificación de la Resolución Directoral de fecha 20 de abril de 
2017 en el domicilio que el peticionario había fijado en autos, calificando a la referida 
notificación como defectuosa. 
 
Como se verifica, el Consejo de Minería determinó que no procedía declarar el 
abandono del petitorio ley, toda vez que el peticionario no recibió la notificación de la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017, En consecuencia, no surgió la obligación 
de publicar y presentar los carteles dentro del plazo otorgado por la autoridad 
minera, no siendo aplicables los artículos 19 y 20 del Reglamento, y por tanto no se 
ha incurrido en causal alguna para que se declare el abandono del petitorio. 
 
Concluyendo que al existir una notificación defectuosa, resulta procedente el 
sobrecarte de la notificación de la Resolución de fecha 20 de Abril del 2017, y la 
expedición de nuevos carteles de aviso de petitorio de concesión minera al 
peticionario. 
 
Sin embargo, se evidencia un uso inadecuado de los términos jurídicos de validez y 
eficacia del acto administrativo por parte de la Resolución del Consejo de Minería en 
los considerandos 20 y 21, respectivamente, cuando manifiesta textualmente lo 
siguiente:  
 

“20. En el caso de autos, se tiene que la autoridad minera mediante Resolución 
de Presidencia Nº 2972-2017-INGEMMET/PCD/PM, de fecha 22 de diciembre 
de 2017, declaró el abandono del petitorio, señalando que la notificación de la 
Resolución de fecha 20 de abril de 2017 y de los carteles de aviso, efectuada 
mediante Acta de Notificación Personal N° 387641-2017-INGEMMET, cumplió 
con las formalidades legales vigentes. En efecto, se observa que dicha 
notificación fue rechazada, indicándose las características del lugar donde se 
notificó, sin embargo, se advierte que dichas características no corresponden al 
domicilio legal de la recurrente. Por lo tanto, no debe darse por válida la 
notificación al presentar defectos. 
21. En consecuencia, se concluye que Placer Dome del Perú S.A.C. no recibió 
la notificación de la resolución de fecha 20 de abril de 2017 y de los carteles de 
aviso del petitorio  minero “ANDREA  DE  CHUCO  04”, por  lo  que  no  pudo   
efectuar  la publicación de dichos carteles dentro del plazo otorgado por la 
autoridad minera. Por lo tanto, la referida notificación resulta defectuosa e 
ineficaz, debiéndose notificarse nuevamente a la administrada; de donde se 
establece que la resolución venida en revisión no se encuentra conforme a ley.” 

 
Al respecto, en principio, los actos administrativos en virtud del TUO LPAG, se 
constituyen como las declaraciones de las entidades que están destinadas a 
producir efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los 
administrados dentro de una situación concreta, asimismo señala que las 
actuaciones materiales de la administración no son actos administrativos. 
 



En ese contexto, cabe indicar que la notificación es una de las actuaciones 
materiales de la administración, la cual no genera efectos jurídicos respecto a los 
administrados, siendo únicamente un medio para que el acto administrativo sea 
conocido por su destinatario, para lo cual es necesario que se realice conforme a ley.  
 
En segundo término, el artículo 8 de la LPAG establece que: “Es válido el acto 
administrativo dictado conforme al ordenamiento jurídico”; es decir, el acto administrativo 
es válido si al momento de emitirse cumple con los requisitos establecidos en la ley, 
tales como: competencia, objeto, finalidad pública, motivación y procedimiento 
regular, de acuerdo al artículo 3 de la LPAG. 
 
Asimismo, el artículo 16 de la misma norma señala que luego de ser emitido el acto 
administrativo, su eficacia rige a partir del momento en que producen los efectos 
para los cuales fue originalmente destinado, una vez que haya sido notificado. Es 
decir, para que un acto administrativo sea eficaz, debe ser puesto en conocimiento 
de los sujetos que participan en el procedimiento administrativo. 
 
En este sentido, los términos validez y eficacia están referidos al acto administrativo. 

Siendo que, con relación a su validez, el artículo 15 de la LPAG señala que los vicios 
incurridos en la ejecución de un acto administrativo, o en su notificación a los 
administrados, son independientes de su validez. 

En el presente caso, de acuerdo al sustento del peticionario, la Resolución de fecha 
20 de abril de 2017 fue notificada a un domicilio distinto al señalado en autos, por 
ello se cuestiona la eficacia del acto administrativo contenido en la Resolución 
citada. Sin embargo, no se cuestiona que el acto administrativo es válido porque se 
evidencia que ha sido emitido conforme a ley y cumple con los requisitos de validez 
del artículo 3 del TUO LPAG. 
 
Al respecto Morón Urbina (2017), reconoce que: 

“Un acto carece de eficacia mientras no sea notificado a su destinatario o 
publicado, pero en cambio, no por ello se encuentra privado de validez. La 
transmisión (en cualquiera de sus formas) constituye la condición jurídica para 
iniciar la eficacia del acto administrativo. El objetivo, el fin, la integración del acto 
administrativo, se concreta, desde el momento en que el interesado a quien va 
dirigido, toma conocimiento de su existencia. Es entonces, cuando la actuación 
adquiere eficacia, no antes ni después”. (pág. 269)17 

El  mismo autor refiere que: “el acto de notificación constituye un acto de 
externalización de la decisión de una autoridad, por lo que, aun cuando un acto 
administrativo cumpla con todas las exigencias establecidas para su validez, por 
sí solo no pasa de ser una decisión de la Administración mantenida en su 
intimidad, intrascendente para el exterior y carente de fuerza jurídica para 
producir efectos frente a los administrados”. (pág. 275)18 

 
Siguiendo con este orden de ideas, se puede concluir que en este caso el acto 
administrativo que no es notificado bajo los requisitos establecidos por la ley es 
ineficaz y no pasa de ser una decisión de la autoridad intrascendente para el exterior 
y carente de fuerza jurídica como para producir efectos a los administrados, terceros 
y autoridades administrativas, pero, no por ello dicho acto administrativo carece de 
validez.  

 

 
17 Morón Urbina, J. (2017).Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Tomo I. Lima, Perú: Gaceta Jurídica.   
18 Ídem 



En consecuencia, el Consejo de Minería se equivoca al calificar como inválida e 
ineficaz  la notificación, puesto que ésta una actuación material de la administración 
y no un acto administrativo debiendo ser calificada como defectuosa y no efectuada 
conforme a ley, por haberse efectuado en un domicilio distinto al indicado por el 
peticionario y no haber cumplido con su rol fundamental, el cual es poner en 
conocimiento del administrado el contenido de la Resolución emitida por la 
administración pública. 

En este sentido, cabe señalar que el Consejo de Minería al resolver en materia 
administrativa debe emitir precedentes administrativos de observancia obligatoria 
que establezcan criterios de interpretación, evitando las posibilidades de alguna 
ambigüedad generada por el inadecuado uso de los términos jurídicos como validez 
y eficacia del acto administrativo, anteriormente mencionado, porque es el órgano 
competente en última instancia administrativa para todo el sector minero y sus 
criterios son utilizados constantemente en las Resoluciones emitidas por el 
INGEMMET.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

D. CONCLUSIONES  
 
1. En el presente caso, la Resolución Directoral de fecha 20 de abril de 2017 que 

emite los carteles, fue notificada mediante el Acta de Notificación Personal N° 
387641-2017-INGEMMET (fs. 34 y 35), el 15 de mayo de 2017 en Av. Manuel 
Olguín N° 375, piso 11, Santiago de Surco-Lima-Lima, consta las características 
del domicilio donde se habría realizado tal notificación: "Fachada: Plomo/ 
Puerta: Vidrio/ Piso: 15".  
 

2. Analizado los actuados mediante el Escrito N° 2830483, de fecha 2 de julio de 
2018, el peticionario adjunta las fotografías del inmueble correspondiente al 
domicilio señalado en autos por el mismo, y se observa que la dirección Av. 
Manuel Olguín N° 375 no tiene puerta de vidrio. En cambio, la puerta del costado 
con el N° 373, si es una puerta de vidrio y que el edificio comprende 12 pisos y 
no 15 pisos, como se indica en el Acta de Notificación Personal N° 387641-
2017-INGEMMET. El edificio que está al costado del inmueble donde se ubica el 
N° 375, si tiene 15 pisos y si tiene puerta vidrio. 
 

3. De la revisión se advierte que existen diferencias entre las características del 
inmueble indicadas en el Actas de Notificación y las fotografías adjuntadas que 
muestran el domicilio del peticionario. Lo cual evidencia que la notificación se 
pretendió hacer en un domicilio distinto al señalado por el peticionario en su 
solicitud de petitorio minero.  
 

4. Se concluye que la Resolución de fecha 20 de abril del 2017 no fue notificada al 
domicilio señalado por el peticionario en su solicitud de petitorio minero, en este 
sentido al no haber cumplido la notificación con los requisitos y formalidades  
exigidos por la normatividad vigente al momento de su realización, deviene en 
una notificación defectuosa, en consecuencia, el acto administrativo contenido 
en la Resolución citada no ha surtido efecto y es ineficaz. 
 

5. Al existir una notificación defectuosa de la Resolución de fecha 20 de abril de 
2017, se concluye que el requerimiento contenido en ella no ha tenido efecto 
legal alguno en cuanto al peticionario. Por ello, la autoridad minera está en la 
obligación de volver a notificar al peticionario, al domicilio consignado por éste 
mediante el petitorio, de conformidad con lo señalado en el numeral 26.1 del 
artículo 26° del TUO LPAG y en aplicación del Principio del Debido 
Procedimiento. 
 

6. Siendo necesaria la notificación como condición de eficacia del acto 
administrativo, al respecto la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 fue 
notificada a un domicilio distinto al señalado en autos, por ello se cuestiona la 
eficacia de la notificación de la Resolución, en virtud del numeral 16.1 del 
Artículo 16° del TUO LPAG.   
 

7. Consiguientemente no surgió la obligación de efectuar y presentar las 
publicaciones,  tal como lo había ordenado la Resolución de fecha 20 de abril de 
2017, no siendo aplicables los artículos 19 y 20 del Reglamento de 
Procedimientos Mineros, y por tanto no se ha incurrido en causal alguna para 
que se declare el abandono del petitorio. 

 
8. En consecuencia, no correspondía declarar el abandono del petitorio dado que 

no se realizó la notificación de la Resolución de fecha 20 de abril de 2017 en el 
domicilio que el peticionario había señalado en el expediente. Por tanto, no era 
aplicable el artículo 62 del TUO LGM. 



 
9. En el caso bajo análisis, se puede observar que la autoridad minera al declarar 

el abandono del petitorio, soslayó los principios del procedimiento administrativo, 
como el Principio de Legalidad y el Principio del Debido Procedimiento.  

10. Es evidente que la autoridad, soslayó el Principio de Legalidad respecto a la 
notificación, pues en el numeral 21.1 del artículo 21 del TUO LPAG, establece 
que: “La notificación personal se hará en el domicilio que conste en el 
expediente”. Habiendo advertido que existen diferencias entre las características 
del inmueble señalado en el acta de notificación y las fotografías adjuntadas del 
domicilio del peticionario. Se concluyó que la Resolución de fecha 20 de abril del 
2017 fue notificada a un domicilio distinto al señalado por el peticionario en su 
solicitud de petitorio minero. 
 

11. Es por ello que se vulneró el Principio de Legalidad, el cual establece que las 
autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución, la Ley y 
al Derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los 
fines para los que fueron conferidas dichas facultades tal y como se establece 
en el literal 1.1 Artículo IV del Título Preliminar del TUO LPAG. 
 

12. Por otro lado, en el recurso de revisión, se menciona que la Resolución 
impugnada vulnera el Principio del Debido Procedimiento, porque la Resolución 
de fecha 20 de abril del 2017 no fue notificada al domicilio señalado por el 
peticionario en su solicitud de petitorio minero, y a pesar de ello se declaró en 
abandono el petitorio minero.  
 

13. Al respecto, las autoridades deben garantizar el adecuado emplazamiento al 
administrado a efectos de que el mismo pueda ejercer adecuadamente su 
derecho de defensa ante un comportamiento arbitrario de las entidades; por tal 
motivo, deberán tomar las medidas necesarias para su debida notificación con 
los actos procedimentales a que hubiera lugar. En ese sentido, se ha vulnerado 
el derecho del peticionario a ser debidamente notificado de los actos que 
afecten sus intereses.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



E. BIBLIOGRAFIA 
 
 Aguado Martínez, M. (2009). La Concesión Minera. Jurisdicción y procedimiento. 

Recuperada:  http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article
/download/13983/14605 

 
 Cabanellas, G. (1979). Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo VI. 

Buenos Aires, Argentina: Editorial Heliasta S.R.L.  
 

 Cassagne, J. (2010).Derecho administrativo. Tomo II. Recuperado de: 
https://www.academia.edu/30163938/CASSAGNE_Juan_Carlos_-
Derecho_Administrativo_-_Tomo_II.pdf 
 

 Escajadillo Chimayco, F. (2015). Mecanismos de Impugnación en el 
Procedimiento Minero. Lima, Perú: Revista VOX JURIS. Volumen Nº 30, año 2.  
 

 Forno Castro Pozo, X. (2009). El Título Minero como Acto Administrativo 
Habilitante. Lima, Perú: Revista de Derecho. Circulo de derecho Administrativo 
N º 8, Año 4.  
 

 Guzmán Napurí, C. (2013). Manual del Procedimiento 
Administrativo General. Lima, Perú: Instituto Pacífico. 
 

 MINJUS. (2014). Guía práctica sobre la validez y eficacia de los actos 
administrativos. Recuperada en: https://www.minjus.gob.pe/wp-
content/uploads/2015/09/MINJUS-DGDOJ-Gu%C3%ADa-pr%C3%A1ctica-
sobre-la-validez-y-eficacia-de-los-actos-administrativos.pdf 
 

 Morón Urbina, J. (2017). El Procedimiento Administrativo – Criterios de 
interpretación y aplicación del TC y la Corte Suprema. Lima, Perú: Gaceta 
Jurídica.   
 

 Morón Urbina, J. (2017).Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo 
General. Tomo I. Lima, Perú: Gaceta Jurídica.   

 
 Northcote Sandoval, C. (2014). Los recursos administrativos de reconsideración, 

apelación y revisión. Recuperada en:  
http://aempresarial.com/servicios/revista/305_43_HOHUREVULIUTOPIZDVBQZ
JHRNLEBOLYWZGRRKMMWUHPJWXIATK.pdf 
 

 Pando Vílchez, J. (2011). Notificaciones en el procedimiento administrativo. 
Recuperado de: 
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechopucp/article/download/2993/3520/ 

 
 Vega Gonzales, A. (2003). Régimen Minero Peruano. Arequipa, Perú: 

Ediciones Soajane E.I.R.L. 

 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/download/13983/14605
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechoadministrativo/article/download/13983/14605









































































































































	INFORME  DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO GABRIELA LAOS AYALA
	Anexos del Expediente

